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Acta N° 275 de mayo 25 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela promovida por Fidel Antonio Toro Ramírez contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados Alonso y Jairo Toro Ramírez en sus calidades de curadores de los interdictos Cecilia, Hernando y Guillermo Ramírez Bedoya; Juan Pablo Alzate Toro; María Aidée y María Piedad Toro Ramírez como herederas determinadas de Libia Ramírez Bedoya, y herederos indeterminados de Libia Ramírez Bedoya o viuda de Toro; el agente del Ministerio Público y el Defensor de Familia.
ANTECEDENTES

Fidel Antonio Toro Ramírez, quien actúa en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, en la que aduce la violación de los derechos “al debido proceso, igualdad”.
 



Adujo, en síntesis, que en el mes de noviembre de 2015 el juzgado accionado admitió una demanda de nulidad absoluta de compraventa y de simulación, promovida por él y sus hermanos Alonso y Jairo Toro Ramírez, en contra de Juan Pablo Alzate Toro, su sobrino, a quien su señora madre, fungiendo como curadora provisoria de tres hermanos suyos, que son incapaces absolutos, le transfirió una propiedad rural. Como él y sus hermanos son los actuales curadores de los tíos interdictos, el acto jurídico celebrado está viciado de nulidad en detrimento del único patrimonio de los tres incapaces, máxime que fue un acto simulado,  ya que ni Juan Pablo ha contado con recursos económicos, ni su señora madre recibió dinero alguno por la venta. 

  



Agrega que luego de haber incurrido en cuantiosos gastos procesales, hace poco se enteró que el 25 octubre de 2016, después de contestada la demanda, el Juzgado profirió una sentencia anticipada, en la que se ordenó dar por terminado el proceso; cuando se emitió esa resolución era inviable la aplicación del Código General del Proceso, pues la normativa vigente era el Código de Procedimiento Civil, a la época de la admisión de la demanda, en noviembre de 2015. Por consiguiente, era improcedente apoyarse en el artículo 278 del CGP, de manera que se incurrió en un defecto procedimental absoluto, así como sustancial, respecto de los argumentos contenidos en la sentencia que declaró la falta de legitimación por activa, pues, dijo la funcionaria, que como tienen un interés directo como herederos, no podían demandar, en lo cual olvidó las condiciones especiales de quienes representan, ni el el deber de preservar y defender los derechos patrimoniales de sus pupilos.

  



Pidió, por tanto, el amparo del derecho fundamental al debido proceso y que se deje sin efecto la providencia del 25 de octubre de 2016 dictada dentro del citado asunto, y se adopten las medidas necesarias para garantizar el ejercicio y efectividad de los derechos fundamentales que sean del caso, en favor de los interdictos.
Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación de Alonso y Jairo Toro Ramírez en sus calidades de curadores de los interdictos Cecilia, Hernando y Guillermo Ramírez Bedoya; Juan Pablo Alzate Toro; María Aidee y María Piedad Toro Ramírez como herederas determinadas de Libia Ramírez Bedoya, y herederos indeterminados de Libia Ramírez Bedoya o viuda de Toro; el agente del Ministerio Público y el Defensor de Familia, a quienes se corrió traslado por el término de 2 días, a la vez que se ordenó la remisión de copia de las piezas procesales conducentes para la resolución del asunto, las cuales se enviaron en un disco compacto.

Intervino María Piedad Toro Ramírez, quien luego de dar cuenta sobre situaciones jurídicas relacionadas con la sucesión de su abuelo, en la que estaba involucrado el inmueble respectivo, indicó que su hijo Juan Pablo llamó a su señora madre y le ofreció comprar el mismo para evitar problemas y que siguiera en cabeza de la familia; previa consulta sobre el particular ante el Juzgado donde se adelantaba el trámite sucesorio, se aceptó y se llevó a cabo el registro, que quedó a nombre de Juan Pablo Alzate Toro; luego, hizo mención a varios pormenores familiares y señaló que la decisión de la Jueza Tercero Civil del Circuito estuvo ajustada a derecho y, por consiguiente, se debe negar la acción impetrada.   



   



Por su parte, el Procurador 21 Judicial II, luego de aludir a los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela, expresó que se debe conceder el amparo, pues, pese a que no se agotó el recurso que procedía frente a la decisión que ahora se reprocha, debe tenerse en cuenta la calidad de los intervinientes como interdictos y ello hace flexible tal exigencia, lo que opera igualmente para la inmediatez; que en la decisión adoptada por el Juzgado, se deja a los interesados, en especial, a los interdictos, sin la posibilidad de reclamo judicial, frente a las probables irregularidades que se presentaron en la compraventa del bien inmueble de los que eran titulares.
CONSIDERACIONES

Por sabido se tiene que la acción de tutela es un mecanismo breve y sumario que le permite a toda persona acudir al auxilio de un juez para que le proteja sus derechos fundamentales, si ellos se ven vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad y, en ciertos eventos, de un particular. 

En el caso presente, Fidel Antonio Toro Ramírez, en calidad de curador de los interdictos Cecilia, Hernando y Guillermo Ramírez Bedoya, dirigió su reclamo contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, en procura de la protección del derecho al debido proceso, que estima conculcado por dicha autoridad judicial con la sentencia anticipada proferida dentro del proceso arriba anunciado, la que solicita dejar sin efectos y, en su lugar, adoptar las decisiones que sean necesarias para garantizarlo.
  
  


Reiteradamente
 se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
  



Respecto de aquellos presupuestos generales se satisfacen algunos, como quiera que se aduce la vulneración del derecho al debido proceso; si se advirtiera la irregularidad que le achaca el demandante a la funcionaria, aquella incidiría en la decisión de fondo, y no se trata de una providencia dictada dentro de una acción de tutela. Pero bien se observa que se incumplen los relacionados con la subsidiariedad e inmediatez, en cuanto no se agotaron los recursos que admitía la decisión que se repulsa y ha pasado un término superior a los 6 meses desde su notificación al interesado, como periodo que la jurisprudencia tiene decantado sobre el particular para acudir a este escenario luego de producida la vulneración.

  



Sin embargo, como lo pone de relieve el agente del Ministerio Público y también en ello ha hecho énfasis la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
 en diversas providencias, a cuya lectura se remite en gracia de la brevedad, existen eventos en los que dichas exigencias pueden superarse ante la evidencia de circunstancias especiales que así lo ameriten, cuando de por medio, por ejemplo, las decisiones que se refutan aparecen evidentemente contrarias al ordenamiento jurídico que las gobiernan o, advierte la Sala, cuando están juego derechos de personas que se consideran sujetos de especial protección.  
  



Del mismo modo, la Corte Constitucional, en lo que a la inmediatez se refiere, ha señalado que: 

   


Atendiendo la naturaleza de la acción de tutela, que tiene como propósito obtener la protección inmediata de los derechos fundamentales, se ha discutido acerca de la necesidad de estudiar un plazo razonable en la interposición del amparo. La Sentencia SU-961 de 1999 precisó las características del principio de la inmediatez y su razonabilidad, no sin antes reiterar, como regla general, que la posibilidad de interponer la acción de tutela en cualquier tiempo significa que esta no tiene un término de caducidad. En este sentido, adujo:
 
“La razonabilidad en la interposición de la acción de tutela está determinada, tanto en su aspecto positivo, como en el negativo, por la proporcionalidad entre medios y fines. El juez debe ponderar una serie de factores con el objeto de establecer si la acción de tutela es el medio idóneo para lograr los fines que se pretenden y así determinar si es viable o no. Dentro de los aspectos que debe considerarse, está el que el ejercicio inoportuno de la acción implique una eventual violación de los derechos de terceros. Para hacerlo, el juez debe constatar: 1) si existe un motivo válido para la inactividad de los accionantes; 2) si esta inactividad injustificada vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión y 3) si existe un nexo causal entre el ejercicio inoportuno de la acción y la vulneración de los derechos de los interesados”.

    



Y sobre el requisito de la subsidiariedad, precisó
: 

  



Así que la acción de tutela resulta improcedente contra providencias judiciales cuando es utilizada como mecanismo alterno a los medios judiciales ordinarios consagrados por la ley, o cuando se pretende reabrir términos procesales por no haberse interpuesto oportunamente los recursos en el desarrollo del proceso ordinario. No obstante, a pesar de lo expuesto, el amparo puede llegar a ser procedente si se logra acreditar que
: 

  



(i) Los recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados.

 



(ii) Existe un perjuicio irremediable que habilite la interposición de la acción como mecanismo transitorio de protección de los derechos fundamentales.

 



(iii) El titular de los derechos fundamentales vulnerados es sujeto de especial protección y por lo tanto su situación merece especial consideración por parte del juez de tutela.

  



No se remite a duda que los titulares del derecho al debido proceso en el caso que se analiza, son Cecilia, Hernando y Guillermo Ramírez Bedoya, interdictos por discapacidad mental absoluta, en representación de quienes, fue presentado el proceso tendiente a la declaración de nulidad y simulación de un acto jurídico, contra Juan Pablo Alzate y los herederos de Libia Ramírez Bedoya. En esa medida, como sujetos de especial protección, deben darse por superados los dos requisitos de procedibilidad analizados. 

  



Ahora, descendiendo a los requisitos específicos, concretamente al defecto procedimental, también está suficientemente decantado
 que:

“33. El defecto procedimental como una causal especial de procedencia de la tutela contra providencias judiciales se sustenta en los artículos 29 y 228 de la Constitución, que consagran los derechos al debido proceso y a la administración de justicia y el principio de prevalencia del derecho sustancial que protege a las personas de que se presente una grave arbitrariedad en el acceso a la justicia. La Corte Constitucional ha reconocido dos modalidades de este defecto: i) el absoluto, que se da cuando hay una desviación del procedimiento legalmente establecido… y ii) por “exceso ritual manifiesto, que tiene lugar cuando hay una renuncia consciente de la verdad jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de las normas procesales”….
 
34. En relación con el defecto procedimental absoluto…, la Corte ha indicado que ““[c]uando el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental. El defecto procedimental se erige en una violación al debido proceso cuando el juez da un cauce que no corresponde al asunto sometido a su competencia, o cuando pretermite las etapas propias del juicio, como por ejemplo, omite la notificación de un acto que requiera de esta formalidad según la ley, o cuando pasa por alto realizar el debate probatorio, natural a todo proceso, vulnerando el derecho de defensa y contradicción de los sujetos procesales al no permitirles sustentar o comprobar los hechos de la demanda o su contestación, con la consecuente negación de sus pretensiones en la decisión de fondo y la violación a los derechos fundamentales”… -negrilla y subrayas propias-
 

De acuerdo con lo anterior, la decisión del juez en un proceso se torna arbitraria por falta de fundamento legal que la sostenga, y por lo tanto se configura un defecto procedimental absoluto cuando: i) se tramita un proceso de forma diferente a la establecida legalmente… o ii) se desconocen etapas del procedimiento que comprometen los derechos fundamentales de las partes como, por ejemplo, una notificación, un momento probatorio, o la posibilidad de que una decisión sea revisada en segunda instancia cuando era procedente la apelación…
 

35. Sobre el segundo tipo de defecto procedimental, el exceso ritual manifiesto…, la Corte Constitucional ha sostenido que se configura “en eventos en los cuales el juzgador incurre en una vulneración del mandato de dar prevalencia al derecho sustancial, o del derecho al acceso a la administración de justicia por (i) dejar de inaplicar disposiciones procesales que se oponen a la vigencia de derechos constitucionales en un caso concreto; (ii) exigir el cumplimiento de requisitos formales de forma irreflexiva, aunque en determinadas circunstancias puedan constituir cargas imposibles de cumplir para las partes, siempre que esa situación se encuentre comprobada; o (iii), incurrir en un rigorismo procedimental en la apreciación de las pruebas”…
 

  


36. Adicionalmente, la jurisprudencia ha establecido que tanto para los casos del defecto procedimental absoluto como del exceso ritual manifiesto, es necesario que: i) el desconocimiento del procedimiento tenga un efecto definitivo para la vulneración de los derechos fundamentales…; ii) la desviación o irregularidad no pueda subsanarse por otra vía; y iii) de ser posible, haya sido alegada en el proceso…”
  



Para definir si en este caso procede la intervención del juez constitucional, es relevante lo siguiente: 

 



1. Fidel, Jairo, y Alonso Toro Ramírez, en sus calidades de curadores de los interdictos Cecilia, Hernando y Guillermo Ramírez Bedoya, iniciaron demanda ordinaria de simulación y de nulidad absoluta de un contrato de compraventa en contra de Juan Pablo Alzate Toro y otros, radicada en el Juzgado accionado con el número 2015-00905-00.

   



2. Una vez trabada la litis, surtido el trámite de las excepciones de fondo, procedió el despacho, con auto del 23 de agosto de 2016, a señalar fecha para la audiencia de que trata el artículo 372 del CGP, y para ese evento programó el día 8 de noviembre de 2016 a las 8:00 a.m., proveído notificado a las partes mediante anotación en estado del 24 de agosto. Luego con auto del 29 de agosto siguiente, dispuso dejar sin efectos aquel proveído para disponer que se diera trámite a las excepciones previas también propuestas, lo que se materializó con autos del 16 de septiembre de 2016.

   



3. Posteriormente, el 25 de octubre, sobrevino la providencia a la que se hace alusión en este libelo, por medio de la cual, con sentencia anticipada, se declaró probada, de oficio, la carencia de legitimación en la causa por activa.

  



De acuerdo con el derrotero analizado, surge diáfano en este caso que la providencia emitida para dar por finalizada la actuación, fue sorpresiva para los interesados, pues se advierte que con anterioridad se había fijado fecha para la audiencia de que trata el artículo 372 del CGP, por lo que, en sana lógica, no se esperaba que a continuación se dictara una providencia dejando sin efecto aquel señalamiento y ordenando surtir un trámite diferente, sobre todo si no se tuvo la precaución de informarle a las partes por un medio diferente a la sola notificación por estado, de esa excepcional circunstancia, lo cual era necesario, en la medida en que ya estaban enterados de la celebración de un acto procesal en el mes de noviembre, lo que pudo implicar la aparente indiferencia al no proponer recursos contra la sentencia anticipada que se profirió. 

  



Pero, más allá de esta circunstancia, está el hecho de que en la aludida sentencia anticipada se declaró, de oficio, una falta de legitimación en la causa por activa que nunca fue propuesta como previa, sino como de mérito, lo cual choca contra elementales reglas de procedimiento. 

   



Sea pertinente decir que, en efecto, lo que seguía a la contestación de la demanda, antes de que se citara a la nueva audiencia del artículo 372 del CGP, era resolver sobre las excepciones previas propuestas, ya que el asunto se ventilaba por el procedimiento verbal consagrado en la Ley 1395 de 2010, con apego a lo señalado en el artículo 429 del CPC. Pero ocurrió que el juzgado no se ocupó de la que se propuso, denominada indebida integración del litisconsorcio por pasiva, sino que abordó, por su propia cuenta, en ese estadio del proceso, sin estar ello permitido, la falta de legitimación en la causa por activa. 

   



Y no estaba autorizada para ello, por cuanto, antes de la vigencia del CGP, subsistía la figura de las excepciones mixtas, según se habían denominado por la jurisprudencia y la doctrina, que no eran otras que las de cosa juzgada, caducidad, transacción, falta de legitimación y prescripción extintiva, las dos últimas adicionadas por el artículo 6° de la Ley 1395 de 2010. La relevancia de estas excepciones era que, siendo de mérito, el legislador permitía proponerlas como previas, porque, dada su naturaleza, un asunto podría resolverse desde sus albores. Pero, categóricamente, era menester proponerlas, de manera que en esa materia, nada autorizaba al juez, con excepción de la caducidad que permite rechazar de plano la demanda, para pronunciarse de oficio. De lo que sigue que, si en un proceso con régimen de CPC no se interponía una excepción de este tipo, las cinco causales aducidas solo podían ser consideradas en la sentencia, y no en otra fase del proceso, excepción hecha, se repite, de la caducidad, si es que se advertía desde la presentación de la demanda, como factor de rechazo de plano.  Entonces, una vez alegadas por la parte demandada, se abría espacio para que el juez decidiera si la declaraba o no; en el primer caso, mediante sentencia anticipada, en el segundo, por medio de auto. 
  



La situación, por supuesto, es diferente con el CGP, ya que el artículo 278 señala que habrá lugar a dictar sentencia anticipada en cualquier estado del proceso, cuando se halle probada la cosa juzgada, la transacción, la caducidad, la prescripción extintiva y la carencia de legitimación en la causa. De suerte que, en la actualidad, ya no es ni siquiera necesario ventilar estas excepciones, salvo la de prescripción (art. 282 CPC), pues el juez queda autorizado para anticipar el fallo en cualquier fase, si las halla estructuradas, esto, sin desconocer, adicionalmente, la perentoria regla del artículo 3° del estatuto general, según el cual, las actuaciones deben cumplirse oralmente, salvo las que expresamente se autorice a realizar por escrito. 
   



Pero, como ya se dijo, por virtud del tránsito de legislación especial que señala el artículo 625 del CGP, este proceso solo se verá afectado por esta nueva normativa desde cuando se dicte el auto que convoque a la audiencia inicial del artículo 372. Hasta ese momento, deben seguirse estrictamente las reglas de CPC, entre ellas, las relativas a las denominadas excepciones mixtas que, se reitera, está vedado declararlas de oficio, pues que tienen que ser propuestas por la parte demandada, lo que, valga recordarlo, no ocurrió en el caso que se analiza. 

    


 
De manera que como la actuación se apartó de las reglas por las que debía trasegar, salta a la vista la incursión en el defecto procedimental analizado y, por tanto, se concederá el amparo. 

   



En consecuencia, se dejará sin efecto la sentencia anticipada proferida el 25 de octubre de 2016 por parte del Juzgado Tercero Civil del Circuito local dentro del proceso ordinario seguido por Fidel Antonio Toro Ramírez y otros contra Juan Pablo Alzate Toro y otros, radicado al número 2015-00905-00. Se dispondrá que en un término que no supere las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda a la resolución de las excepciones previas que fueron realmente propuestas. 
Se absolverá a los demás involucrados, porque no se halla de su parte trasgresión a derecho fundamental alguno de la parte accionante. 

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE:

 
1. 
Se CONCEDE el amparo deprecado por Fidel Antonio Toro Ramírez contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad.

   
2. 
Como consecuencia de ello, se deja sin efecto la sentencia anticipada, proferida el 25 de octubre de 2016 por parte de dicho despacho judicial, dentro del proceso ordinario seguido por Cecilia, Hernando y Guillermo Ramírez Bedoya contra Juan Pablo Alzate Toro y otros, radicado al número 2015-00905-00 y la actuación posterior.  

   
3.
Dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, el Juzgado Tercero Civil del Circuito deberá proceder a la resolución de las excepciones previas que fueron realmente propuestas, para continuar con el trámite del proceso y tomar las determinaciones que sean del caso.

   



De tal gestión, dará cuenta a esta Sala.

  



Se absuelve a los demás intervinientes.

Notifíquese esta decisión en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y en firme, si no es impugnada, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA 
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